CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Respuesta efectiva y de fondo dentro del trámite de tutela configura hecho superado

“La Coordinadora del Grupo Jurídico DNI de la Registraduría Nacional del Estado Civil dio respuesta a esa solicitud mediante oficio 039098 del 1° de agosto de este año, en el que le indicó a la demandante el procedimiento que debe seguir para solicitar la inscripción de su nacimiento, tramitar su cédula de ciudadanía y obtener el registro civil de nacimiento de sus menores hijas. Concretamente le explicó que no está obligada a aportar los documentos a que se refiere en su solicitud, pues también puede realizar la inscripción respectiva por medio de testigos, ante el funcionario encargado del registro civil. Esa comunicación le fue enviada a la dirección indicada en el escrito de tutela.”

Cita: Corte Constitucional, sentencia T-117A de 2014.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, diez (10) de agosto de dos mil dieciséis.

Acta No. 378 de 10 de agosto de 2016

Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00738-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora Clara Andrea Arancibia Holguín, quien actúa en representación de sus hijas menores Ciesly Emilia Moya Arancibia,  Sashenka Dariana y Sheily Eliana Méndez Arancibia,  coadyuvada por Defensora Pública adscrita a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, contra la Registraduría Nacional del Estado Civil, el Ministerio de Relaciones Exteriores y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, a la que fueron vinculados los Registradores Especiales del Estado Civil de Pereira, el Director Nacional de Registro Civil, el Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación y el Director Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 El pasado 18 de marzo su esposo Carlos Manuel Méndez Villegas “fue asesinado por parte de los colectivos (agentes del Estado Venezolano)”; por ello y en razón a las amenazas de que fueron objeto por ese grupo, tuvieron que desplazarse a Colombia, sin documentos ni elementos personales.
1.2 En la actualidad se encuentra en la ciudad de Pereira con sus hijas, en la casa de su madre María Ciesli Holguín Cardona, de nacionalidad colombiana.

1.3 Solicitó a la Registraduría Especial de Pereira el trámite para obtener su ciudadanía y la de sus tres hijas, pero el señor registrador, doctor Raúl Armando Rico Galeano, en respuesta a la petición elevada por la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, manifestó que debe aportar el certificado de nacimiento original y apostillado de todas, para poder realizar el trámite solicitado.
1.4 Le informó al citado funcionario su imposibilidad para aportar la documentación mencionada, toda vez que por las condiciones en que fueron desplazadas de Venezuela, no tuvo la oportunidad de traer sus documentos originales y no pueden regresar por los mismos porque correrían riesgo sus vidas.

1.5 La Defensoría del Pueblo Regional Risaralda elevó consulta a la Cancillería; le indicaron que es competente para resolver el asunto la Registraduría Nacional y le suministraron el correo electrónico del doctor Carlos Alberto Monsalve Monje, Director Nacional de la Registraduría, a quien se elevó petición el pasado 29 de junio de 2016, pero no han obtenido respuesta.
1.6 Sus hijas menores de edad se encuentran sin servicios de salud porque se le ha impedido obtener la ciudadanía; requieren atención psicológica debido a que la muerte de su padre y el desplazamiento forzoso sufrido les ocasionó muchos traumas.
2.- Considera lesionados sus derechos a la personalidad jurídica, a la salud y a la vida digna. Para su protección, solicita se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil, dar respuesta de fondo a la petición elevada el pasado 29 de junio de 2016 y brindar una solución respecto del trámite de su cédula de ciudadanía colombiana. En su defecto, se ordene al Ministerio de Relaciones Exteriores realizar los trámites con el Estado de Venezuela tendientes a obtener los certificados originales y apostillados requeridos para el trámite de la ciudadanía colombiana y ordenar a la Secretaría de Salud Departamental disponer de forma inmediata la afiliación del grupo familiar al sistema de seguridad social en salud en el régimen subsidiado, a fin de que las menores Sashenka y Saily Méndez Arancibia, tengan acceso al tratamiento psicológico que requieren.
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 28 de julio se admitió la acción y se ordenó vincular a los Registradores Especiales del Estado Civil de Pereira y al Director Nacional de Registro Civil de la Registraduría Nacional del Estado Civil. Posteriormente se ordenó hacerlo respecto del Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación y el Director Nacional de Identificación de aquella entidad.
2.- En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 El Director (E) de Asuntos Migratorios, Consulares y Servicio al Ciudadano del Ministerio de Relaciones Exteriores, expuso que de acuerdo con lo establecido en el decreto 1260 de 1970, el trámite que debe adelantar la accionante para obtener su registro civil de nacimiento colombiano y el de su menores hijas, es registrarse en el Consulado Colombiano de la circunscripción más cercana de donde ocurrió el nacimiento o en cualquier notaría a nivel nacional,  llevando el registro de nacimiento venezolano apostillado por la autoridad correspondiente de ese país, lo cual debe realizar de manera personal y asumir la totalidad de los gastos que ello implica.
Indica que, de acuerdo al régimen constitucional y legal, la Registraduría Nacional del Estado Civil es la autoridad administrativa encargada de fijar los parámetros en materia de inscripción del registro civil; por tanto, no corresponde a esa entidad ofrecer posibilidades de inscripción diferentes a las legalmente establecidas e ilustradas anteriormente.

Considera que ese ministerio no es responsable de las presuntas vulneraciones de los derechos fundamentales invocados, teniendo en cuenta que no es su competencia ni se encuentra dentro de sus funciones tramitar, ni llevar a cabo el proceso de apostilla en el exterior, respecto de los documentos necesarios para el mencionado registro.
Solicita declarar improcedente la acción de tutela, negar el amparo respecto de ese ministerio y desvincularlo de la actuación. 

2.2 El Delegado Departamental de la Registraduría Nacional del Estado Civil para Risaralda, al contestar la demanda, indicó que teniendo en cuenta las condiciones de la accionante, es importante hacer claridad en el sentido de que la Registraduría Nacional del Estado Civil tiene a cargo la identificación de los colombianos,  previo el cumplimiento de los requisitos legales, pues es necesario verificar que no se incurra en conductas que puedan ser calificadas como delitos e impedir que se presenten inconsistencias que puedan perjudicarlos por dobles identificaciones o irregularidades que puedan impedir la expedición de su documento. 
Citó una serie de normas que consideró aplicables al caso e indicó que la accionante puede realizar la inscripción del registro civil de nacimiento en cualquiera de las formas previstas por la ley, entre ellas, mediante la declaración de testigos, información que le  suministró de manera detallada, ante la imposibilidad de realizar la inscripción con el certificado médico o con los documentos apostillados de Venezuela; que no se le ha negado el servicio de identificación a la accionante, sino que debe cumplir los requisitos que el decreto 1260 de 1970 dispone para ello en los artículos 49 y 50.

Considera que no resulta procedente la tutela, pues la accionante pretende por esta vía, se le expida la identificación correspondiente sin cumplir los requisitos legales y porque no han desconocido ningún derecho fundamental.
2.3 La Secretaria de Salud Departamental de Risaralda informó que el servicio de salud requerido por la actora se encuentra garantizado en el plan de beneficios a cargo de esa entidad, con independencia de que algunos requerimientos, procedimientos, medicamentos o insumos excedan las estipulaciones del mismo y que el 1° de agosto de 2016 se comunicaran con la accionante para que se presentara a sus instalaciones con el fin de atender su petición y solicita se declare la carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 El Registrador Nacional del Estado Civil, por intermedio del Jefe de la Oficina Jurídica, al ejercer su derecho de defensa, indicó, que la función de identificación no está en cabeza suya, sino del Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación y del Director Nacional de Identificación, de acuerdo con las normas que transcribe.
Relacionó los requisitos para la expedición de los documentos de identificación de la accionante y sus hijas menores de edad, solicitud que deben agotar en la registraduría más cercana a su domicilio; explicó que la señora Clara Andrea Arancibia Holguín, debe registrar su nacimiento en Colombia y luego solicitar su cédula de ciudadanía, para posteriormente solicitar las inscripciones en el registro civil de nacimiento de sus hijas, lo que puede hacer mediante testigos que den fe del hecho, de acuerdo con la sentencia T-212 de 2013 y los artículos 1, 5 y 6 del decreto 2188 de 2001, 45 y 50 del decreto 1260 de 1970 y 31 decreto 0019 de 2012. Indicó que de tal procedimiento informó a la accionante, mediante oficio 530 del 1° de agosto de 2016, que anexa.
Solicitó negar la tutela toda vez que no ha vulnerado ni puesto en peligro derecho fundamental alguno y se conmine a la accionante para que agote el procedimiento indicado.
2.5 El Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación expresó que mediante oficio 039098 del 1° del mes que corre, la Coordinadora del Grupo Jurídico de la Dirección Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil dio respuesta a la accionante y resolvió de forma clara, precisa y de fondo la solicitud formulada, le indicó el procedimiento que debe seguir para solicitar la inscripción de su nacimiento, tramitar su cédula de ciudadanía y el registro civil de nacimiento de sus menores hijas, comunicación que fue enviada a la dirección indicada en el escrito de tutela y vía correo electrónico y que el 4 del mismo mes confirmó su recibo. Solicitó se desestime la acción de tutela, por carencia actual de objeto.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2.- Pretende la accionante se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil, dar respuesta de fondo a la petición elevada el pasado 29 de junio de 2016 y brindar una solución en relación con el trámite de su cédula de ciudadanía colombiana y en su defecto, se ordene al Ministerio de Relaciones Exteriores realizar los trámites con el Estado de Venezuela tendientes a obtener los certificados originales y apostillados requeridos para el trámite de la ciudadanía colombiana. Además, se ordene a la Secretaría de Salud Departamental, disponer de forma inmediata la afiliación del grupo familiar al sistema de seguridad social en salud en el régimen subsidiado, a fin de que sus hijas menores tengan acceso al tratamiento psicológico que requieren.
3.- Sería entonces del caso analizar si por acción u omisión las entidades demandadas o los vinculados lesionaron los derechos cuyo amparo solicita la actora, de no ser porque en el curso de esta instancia se pudo constatar que el hecho que motivó la tutela se encuentra superado y su aspiración principal satisfecha.

4.- En efecto, están probados en el proceso los siguientes hechos:

4.1 El 29 de junio de 2016 la demandante, coadyuvada por Defensora Pública de la Defensoría del Pueblo, solicitó al Director Nacional de Registro Civil de la Registraduría Nacional del Estado Civil, realizar las gestiones necesarias con la Registraduría Nacional de Venezuela, para obtener los documentos de nacimiento originales y apostillados de la accionante y sus menores hijas, con el fin de garantizarles el derecho a acceder a la ciudadanía y como consecuencia a los servicios fundamentales para su subsistencia y vida digna. Como sustento de su petición narró los mismos hechos que expuso en el escrito por medio del cual se formuló la tutela; entre ellos, su imposibilidad en aportar los referidos documentos que se le exigían para inscribir tal hecho en el país.
.
4.2 La Coordinadora del Grupo Jurídico DNI de la Registraduría Nacional del Estado Civil dio respuesta a esa solicitud mediante oficio 039098 del 1° de agosto de este año, en el que le indicó a la demandante el procedimiento que debe seguir para solicitar la inscripción de su nacimiento, tramitar su cédula de ciudadanía y obtener el registro civil de nacimiento de sus menores hijas. Concretamente le explicó que no está obligada a aportar los documentos a que se refiere en su solicitud, pues también puede realizar la inscripción respectiva por medio de testigos, ante el funcionario encargado del registro civil. Esa comunicación le fue enviada a la dirección indicada en el escrito de tutela
.

5.- De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
6.- En esas condiciones, se declarará la carencia actual de objeto por hecho superado.
7.- También pidió la actora, se ordenara a la Secretaría de Salud Departamental la afiliación del grupo familiar al sistema de seguridad social en salud en el régimen subsidiado. 
La citada señora, requerida por esta sala, informó que no ha iniciado el trámite de afiliación respectivo, porque no tiene los documentos de ciudadanía colombiana que le permitan acceder al mismo
.

En consecuencia respecto de la petición a que se hace referencia, la tutela resulta improcedente, pues en razón a la subsidiaridad que la caracteriza, a ella no podía acudir la actora como mecanismo principal de protección.
De todos modos, no puede pasar por alto la Sala que notificada de la solicitud de amparo, la Secretaría de Salud del Departamento, ya valoró a las menores hijas de la actora por medio de especialista en sicología
, hecho que confirmó la citada señora, quien informó que esa entidad atendió tal servicio
.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Declarar la carencia actual de objeto por hecho superado en la acción de tutela instaurada por la señora Clara Andrea Arancibia Holguín, en representación de sus hijas menores Ciesly Emilia Moya Arancibia, Sashenka Dariana y Sheily Eliana Méndez Arancibia,  coadyuvada por Defensora Pública adscrita a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda, contra la Registraduría Nacional del Estado Civil, el Ministerio de Relaciones Exteriores, a la que fueron vinculados los Registradores Especiales del Estado Civil de Pereira, el Director Nacional de Registro Civil, el Registrador Delegado para el Registro Civil y la Identificación y el Director Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil.
SEGUNDO.- Se declara improcedente el amparo solicitado en relación con la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda.
TERCERO.- Notifíquese lo aquí decidido a las partes al tenor del artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

CUARTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 21 a 23.


� Folios 66 vuelto a 69


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Folio 34, cuaderno No. 1


� Ver folio 84.


� Ver folio 96.
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